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Llevamos 20 años de decadencia y desmonte de 
los servicios públicos. Faltan recursos, los servi-
cios empeoran, las trabajadoras pierden poder 
adquisitivos cada añoso, las privatizaciones avan-
zan detrás de la cortina de la colaboración publico 
privada. Los gobiernos les regalan nuestros im-
puestos a empresas privadas convirtiendo nece-
sidades básicas en negocio. A la vez crean nuevos 
nichos de mercado, ya que delante de la falta de 
las inacabables listas de espera, o la falta de pla-
zas en educación, aquellos que se los pueden pa-
gar optan por irse a la privada. 

Frente a esta realidad, la clase trabajadora no 
permanece parada. Estamos asistiendo a huelgas 
históricas en varios sectores de servicios públicos. 
Huelgas que suponen los primeros pasos en del 
camino que debemos seguir para defender unos 
derechos vitales para nuestra clase, pero que a la 
vez expresan grandes límites. El pronunciado ca-
rácter corporativista, la falta de unidad con otros 
sectores, el no convertir los conflictos sindicales 
en conflictos políticos, la dirección de la burocra-
cia sindical… impiden que las movilizaciones avan-
cen hacia la construcción de una huelga general 
por un programa de rescate de lo público. 

No podemos desconectar la crisis de los servi-
cios públicos, del mundo cada vez más convulso 
en el que vivimos. Avanza la barbarie: genocidios, 
guerras, catástrofes, represión, perdida de dere-
chos, agresiones machistas, aumento del coste de 
vida… El resultado de ello es que la desigualdad au-
menta, los ricos cada vez son más ricos, y la cla-
se trabajadora más pobre. El “España va bien” de 
Sánchez o la prioridad nacional del PP-Vox, ocul-
tan que la causa fundamental de la crisis de los 
servicios públicos, de sus recortes, falta de finan-
ciación, privatización… es que vivimos en un siste-
ma capitalista que funciona “bien” cuando como 
ahora garantiza beneficios empresariales récords. 

Delante de esta realidad publicamos este nue-
vo numero del Página Roja, que busca discutir, las 
causas de la destrucción de los servicios públicos, 
sus consecuencias, las luchas que están dando, 
y cual es la salida estratégica que necesitamos la 
clase trabajadora, para enfrentar la situación. 
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Cataluña, la Comunitat Valenciana, 
las trabajadoras del preescolar de 
todo el estado, previsiblemente Ma-
drid en septiembre: el movimiento 
docente acumula meses de movi-
lizaciones históricas que enlazan 
con las grandes huelgas protago-
nizadas en Asturias el año pasado. 

Los recientes rechazos a los 
pactos alcanzados por las direccio-
nes sindicales y los gobiernos au-
tonómicos, que contenían algunas 
conquistas importantes en materia 
salarial, demuestran que la base del 
conflicto no era conseguir algunas 
migajas. Son luchas que enfrentan 
la crisis estructural que vive la edu-
cación pública en el estado español, 
y lejos de ser episodios aislados, 
constituyen hoy la vanguardia de la 
defensa de los servicios públicos.

La crisis estructural de la 
educación pública
El nivel de movilización docente no 
surge de la nada: responde a un de-
terioro acumulado y cuantificable. 
Según datos del Instituto de Esta-
dística de la UNESCO, el Estado 
español destinó en 2023 apenas 
el 4,6% de su PIB a educación, en 
2024 retrocedió al 4,48%, muy lejos 
del 7% que los expertos consideran 
umbral mínimo para salir de la lla-
mada “pobreza educativa”.  

El origen de la crisis se sitúa en 
los recortes aplicados a partir de 
2010 que nunca han sido reverti-
dos. Un estudio de la Confedera-
ción Intersindical STEs-I concluye 
que entre 2010 y 2024 el IPC acu-
muló una subida del 36,4%, mien-
tras que el salario del profesorado 
solo creció un 14,5%: una pérdida 
de poder adquisitivo del 21,9%.

Las sucesivas reformas educa-
tivas han incrementado las ratios 
alumno-docente, comprometien-

La lucha por una educación pública y de calidad

J. Martínez

do la atención individualizada. Las 
prometedoras innovaciones pe-
dagógicas (trabajo por proyectos, 
evaluación por competencias) se 
han traducido en la práctica en una 
sobrecarga burocrática insosteni-
ble, sin que se hayan dotado los re-
cursos materiales ni humanos ne-
cesarios para implementarlas con 
garantías.

El resultado de esta desinver-
sión crónica es la privatización 
encubierta del sistema. La falta de 
plazas públicas suficientes ha ge-
nerado un enorme nicho de mer-
cado para las empresas privadas, 
especialmente en la FP, mientras 
el Estado financia generosamente 
la educación concertada y privada. 
En 2024, los conciertos y subven-
ciones a centros privados alcan-
zaron los 8.342 millones, un 11,7% 
del gasto total. Entre 2011 y 2021, 
el gasto en conciertos creció un 

28,5%. El dinero público fluye hacia 
la Iglesia y grandes corporaciones 
mientras la escuela pública se des-
monta. 

Principales lecciones de las 
luchas en curso 
Si las movilizaciones ya han conse-
guido arrancar algunas conquistas 
a los gobiernos es debido a su ni-
vel de masificación, que está rela-
cionada por una parte con haber 
superado los marcos de un conflic-
to sindical para convertirse en un 
conflicto social. El País Valencià ha 
sido el mayor ejemplo, logrando la 
participación de la mayoría del pro-
fesorado y el apoyo y amplia mo-
vilización de familias y estudiantes. 
Para conseguirlo ha sido clave que 
las reivindicaciones (más recursos, 
menos ratios, menos burocracias, 
más salario) defendían derechos 
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del conjunto de la comunidad edu-
cativa y no solo del profesorado.  

Por otra parte, en Catalunya, el 
conflicto ha atravesado tres perio-
dos de huelgas durante el presen-
te curso. Su principal conquista 
organizativa es la construcción de 
centenares de asambleas de cen-
tro que, articuladas en estructuras 
comarcales y territoriales, han do-
tado al movimiento de una capaci-
dad de movilización sostenida que 
los sindicatos mayoritarios son 
incapaces de garantizar por sí so-
los. Esta arquitectura asamblearia 
ha sido la coraza que ha permitido 
resistir la represión institucional, 
la traición de UGT y CCOO, que fir-
maron a espaldas de la plantilla un 
acuerdo en marzo y el rol de USTEC 
y ASPEC como burocracia sindical 
de izquierdas, que recientemente 
firmaron un preacuerdo pasando 
por encima de las asambleas para 
desmovilizar. 

Los sindicatos (todos) son or-
ganizaciones necesarias para las 
luchas inmediatas de la clase tra-
bajadora porque la dotan de una 
organización estable, pero son 
conservadores por esencia: son un 
aparato, con un número determi-
nado de profesionales desconec-
tados, aunque sea parcialmente, 
de las condiciones materiales de 
vida de los trabajadores/as a quie-
nes supuestamente representan. 
Cuando se intenta desatar un mo-
vimiento potente desde abajo, que 
desborda a los sindicatos y que 
se autoorganiza, la tendencia con-
servadora de los sindicatos actúa 
como freno.

Para garantizar la continuidad 
de la lucha para revertir el con-
junto de ataques que ha sufrido la 
educación en los últimos 20 años, 
tanto la autoorganización como 
la movilización del conjunto de 
la sociedad debe avanzar. Es im-
prescindible unir las luchas de la 
comunidad educativa con el resto 
de las trabajadoras públicas, por 
un programa común de rescate 
de los servicios públicos, ya que 
la destrucción es generalizada. 
Igualmente es esencial la entrada 

en escena del movimiento estu-
diantil.

Por otro lado, es necesario con-
solidar la estructura asamblearia 
en Catalunya, y extenderla al resto 
del estado español. La autoorgani-
zación de los trabajadores/as es la 
única garantía, para poder resistir 
frente a los ataques de los gobier-
nos, y las traiciones de la burocra-
cia sindical. 

Por último, las movilizaciones 
docentes actuales son las más 
importantes desde la transición, 
cuando se conquistaron buenas 
partes de los derechos, que desde 
hace décadas están siendo recor-
tados, por un proceso que no ha 
distinguido entre siglas. A lo largo 
de veinte años, gobiernos de PSOE, 
PP, Sumar, ERC, Junts y Podemos 
han sido partícipes del deterioro, 
ya sea aplicando recortes directa-
mente o renunciando a revertirlos. 
Si las mareas de la década pasada 
consiguieron frenar algunos de los 
ataques, no ha sido hasta las huel-
gas masivas actuales, que se ha 
empezado a abrir la posibilidad de 
revertirlos. La lección es clara, no 
se puede confiar en ningún gobier-
no en el actual sistema para garan-
tizar los servicios públicos, solo en 
la clase trabajadora organizada y 
movilizada.

Queda en evidencia, por tanto, 
que ninguna fuerza política con 
representación parlamentaria de-
fiende la necesidad de expropiar 
los centros privados y concertados 
e integrarlos en la red pública, así 
como las empresas que se lucran 
con la actividad pedagógica y do-
cente, para ponerlos bajo control 
de los trabajadores/as. Ante las 
crisis económicas o las guerras, 
estos gobiernos siempre elegirán 
recortar los servicios públicos y el 
gasto social antes que confiscar 
los beneficios millonarios del IBEX 
para garantizarlos. Así pues, solo a 
partir de la planificación democrá-
tica de la economía será posible 
garantizar, a largo plazo, una edu-
cación pública, gratuita y universal. 
Por eso impulsamos ser una palan-
ca en la construcción de la unidad y 
la solidaridad en todo el movimien-
to obrero, al mismo tiempo que de-
fendemos un camino estratégico 
anticapitalista y revolucionario. Por-
que solo con la gran mayoría de tra-
bajadoras y trabajadores en lucha, 
unidos y coordinados, defendiendo 
un programa socialista, tendremos 
las condiciones para luchar por la 
transformación social que tanto 
nos hace falta. Y confiamos en que 
en esta tarea nos acompañarán 
muchos de los docentes y maes-
tras con quienes hoy compartimos 
asamblea.

La lección es clara, 
no se puede confiar 
en ningún gobierno 
en el actual sistema 
para garantizar los 
servicios públicos, 
solo en la clase 
trabajadora organizada 
y movilizada.

“

Más allá de la lucha, 
organizarse políticamente 
Quienes formamos parte de Co-
rriente Roja, además de ser maes-
tras, docentes o personal educati-
vo, estamos convencidas de que 
para conseguir que la educación 
pública sea verdaderamente univer-
sal, gratuita y de calidad, debemos 
organizarnos políticamente. 

Entendemos que la causa de la 
destrucción de la educación públi-
ca, independientemente de quién 
gobierne, está arraigada en el siste-
ma capitalista, y que toda la izquier-
da reformista, pese a los discursos 
y la buena voluntad, en última ins-
tancia gobierna reproduciendo esta 
lógica y defendiendo los intereses 
de los propietarios y dueños del 
mundo. 
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Entrevistamos a Luis, personal de 
mantenimiento mecánico y Dele-
gado sindical del MATS en el Hos-
pital 12 de Octubre de Madrid.

¿Cómo piensas que está la pri-
vatización de la sanidad pública 
en la Comunidad de Madrid?
Ha habido un cambio cualitativo 
importante. En 2012 hicieron un 
ataque fuerte contra la sanidad: 
querían privatizar seis hospitales 
y 27 centros de salud. Aquello se 
paralizó gracias a la unidad de ve-
cinas y profesionales en la Marea 
Blanca, y también en los tribunales. 
Ahora lo que están haciendo es pri-
vatizar poco a poco, por servicios. 

Yo soy trabajadora del Hospital 
12 de Octubre y nos han privati-
zado parte del mantenimiento, el 

“Hay que hablar de acabar con las colaboraciones 
público-privadas, que las empresas están para hacer 
negocio y no tienen que gestionar servicios públicos.”

almacén general y, muy importan-
te, la esterilización. Han metido a 
una empresa que lo está haciendo 
horriblemente mal. Nos estamos 
encontrando con cajas de instru-
mental a las que les falta material, 
o que llegan con restos de hueso 
o de sangre. Biberones que vienen 
con restos de material y que su-
puestamente están esterilizados. 
Hemos encontrado, y además lo 
hemos documentado y se lo he-
mos llevado a la Comunidad de 
Madrid, documentos que acredi-
tan que esa empresa estaba este-
rilizando material de Sanitas o de 
clínicas privadas. Lo ha reconocido 
la Comunidad, pero no pasa nada: 
siguen haciéndolo. Se está priva-
tizando poco a poco y acabando 
con todo lo público.

Dices que en el hospital don-
de trabajas se están produciendo 
privatizaciones, ¿crees que eso 
facilitará nuevas privatizaciones 
y la división de la plantilla?
Sí, es evidente. Lo he vivido en pri-
mera persona porque fui trabaja-
dora del Hospital Puerta de Hierro 
hasta que se privatizó y se fue a 
Majadahonda. En principio íbamos 
a irnos todos como personal públi-
co; de repente eso cambió, se fir-
mó a nivel sindical el traslado del 
personal sanitario como público 
y el resto como privado. Pero eso 
entra dentro del modelo de estos 
hospitales: Puerta de Hierro, Infan-
ta Leonor, Infanta Cristina tienen 
todo el personal no sanitario priva-
tizado. Y luego está el modelo Qui-
rón —Valdemoro, Fundación Jimé-

ENTREVISTA
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nez Díaz—, donde todo el personal 
es absolutamente privado y que se 
están llevando el presupuesto de la 
Comunidad de Madrid.

 Ahora ha salido una noticia de 
que la Comunidad les ha perdona-
do 71 millones de euros al grupo 
Quirón Salud. ¿Qué quieren conse-
guir? Potenciar la sanidad privada 
para que la sanidad pública no fun-
cione y la gente acabe contratan-
do seguros privados. Actualmente 
más de dos millones de personas 
en la Comunidad de Madrid tienen 
seguros privados. Lo que no fueron 
capaces de quitarnos en 2012 nos 
lo están arrebatando ahora de otra 
manera.

¿En tú opinión vamos hacia un 
modelo de privatización total, o 
crees que el modelo de colabora-
ción público-privada les funciona 
porque genera mayor volumen de 
negocio para las empresas?

Yo creo que no van a ir a un mo-
delo de privatización total porque 
no les interesa. Si la sanidad pú-
blica no funciona —que es lo que 
quieren conseguir: menos perso-
nal, más listas de espera—, al final 
la gente acaba yéndose a seguros 
privados. El negocio se mantiene 
mucho mejor así. Ya habéis visto 
el caso de Ribera Salud: los pro-
pios directores del centro dicen 
que van a gestionar las listas de 
espera de otra manera para hacer 
más negocio con ellas. Claro que 
les interesa que funcione como 
está funcionando. Y lo de siempre: 
después de privatizar servicios en 
2012 y 2013, como los laborato-
rios, resulta que luego aparecen di-
rigidos por los mismos consejeros 
de sanidad que conseguimos que 
dimitieran.

¿Eso pasa en todos los servi-
cios?
En todos los servicios. Es de sen-
tido común: las empresas están 
para ganar dinero. No entiendo 
que se pueda hacer negocio con 
un servicio público. La sanidad, la 
educación, todos los servicios pú-

blicos tienen que ser públicos y no 
tienen por qué dar beneficio: tienen 
que dar un servicio. En cuanto en-
tran las empresas privadas —llá-
malo privatización, externalización 
o colaboración público-privada,— 
al final lo que haces es un negocio 
con el servicio público a costa del 
propio servicio. A nivel laboral, las 
compañeras que trabajan para es-
tas empresas son mucho más pre-
carias que nosotras, que ya somos 
precarias.

Actualmente la diferencia en-
tre hospitales públicos y priva-
dos en Madrid es enorme: unos 
33-36 públicos y 70 privados. 
¿Cómo ves esa tendencia?
Es la política que está utilizando la 
Comunidad de Madrid. Estamos 
en la comunidad más rica del Es-
tado español por PIB y al mismo 
tiempo en la tercera por la cola en 
inversión en sanidad pública. Y no 
solo pasa con la sanidad: planean 
hacer residencias de mayores y 
van a ser todas concertadas. De 
unas 500 o 600 residencias en 
Madrid, creo que solo 25 son pú-
blicas. Es una política sistemática 
de privatización, de no cubrir los 
servicios públicos.

¿Crees que el Estado podría 
hacer algo para revertir o frenar 
esta privatización, aunque las 
competencias estén transferidas 
a las comunidades?
Yo creo que podrían hacer varias 
cosas. Están preparando una ley 
que dicen que deroga la famosa 
Ley 15/97, que permite entre otras 
la entrada de las empresas en la 
sanidad pública pero creo que no 
la deroga realmente: solo ha cam-
biado el formato. Con esta Ley, la 
sanidad seguirá privatizándose 
igual. Y no es  solo por la 15/97, 
sino porque hay directivas euro-
peas que también lo permiten. 

Yo creo que lo que deberían ha-
cer es destinar presupuestos fina-
listas: que el dinero que el Estado 
transfiere a las comunidades para 
sanidad pública no pueda derivar-

se a la privada. Pero más allá de 
esas leyes, el mensaje tiene que 
ser claro y comprensible para la 
gente: hay que hablar de acabar 
con las colaboraciones públi-
co-privadas, explicar que las em-
presas están para hacer negocio 
y no tienen que gestionar servicios 
públicos. Eso la gente lo entiende 
perfectamente.  También exigi-
mos en el movimiento que como 
mínimo el 25% del presupuesto de 
sanidad vaya a atención primaria. 
Prevenir es mucho más barato que 
curar, pero aquí se potencia lo con-
trario: los hospitales, donde están 
el negocio de las farmacéuticas y 
de las empresas tecnológicas. Se-
ría un avance importante, pero no 
la solución completa.

¿Cómo se debería organizar la 
lucha en defensa de los servicios 
públicos?
Luis: Creemos que tiene que ser 
una lucha desde abajo y desde la 
autoorganización. Los sindicatos y 
los partidos lo que tienen que ha-
cer es apoyar, pero el motor tiene 
que venir de la gente. El ejemplo 
más claro fue la Marea Blanca que 
se puso en marcha cuando saca-
ron la ley de privatización, primero 
fueron las trabajadoras, y luego 
se unieron los usuarios y así es 
como se consiguió parar. Ahí está 
la clave.  Ahora mismo en Madrid 
se ha creado Vecinas y Vecinos de 
Barrios y Pueblos de Madrid: co-
lectivos de gente que se está orga-
nizando en los barrios y haciendo 
concentraciones cada semana, en 
Villaverde, Abrantes, Latina, la zona 
norte. Es lo que está consiguiendo 
que haya una movilización conti-
nuada.  Estamos completamente 
de acuerdo en que hay que unificar 
las luchas, pero tiene que hacerse 
con trabajo desde abajo. No vale 
llegar y convocar una manifesta-
ción con un cartel lleno de logos 
si no hay trabajo previo en los ba-
rrios. Las cosas tienen que salir 
bien y ser potentes. Menos sopa 
de letras y más autoorganización.
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La jornada de 35 horas arrebata-
da por el gobierno de Rajoy a las 
y los trabajadores/as de las admi-
nistraciones públicas, ha sido recu-
perada en todas las comunidades 
autónomas, menos 6 (Madrid, Ca-
talunya, País Valenciá, Nafarroa, e 
Illes Baleares), en la Administración 
General del Estado, así como en 
múltiples ayuntamientos.

Una de las Comunidades donde 
los empleados públicos no hemos 
recuperado dicha jornada es la Co-
munidad de Madrid, a pesar de ser 
en estos momentos la Comunidad 
más rica. Es más, no existen visos 
de que el gobierno de Isabel Díaz 
Ayuso vaya a mejorar esta situa-
ción. Desde que Ayuso gobierna 
la tendencia siempre es la misma: 
agrandar la parte de los presupues-
tos derivados a empresas privadas 
a costa de las y los trabajadores/
as públicas y de la calidad de las 
prestaciones que reciben las y los 
ciudadanos de la administración 
comunitaria.

Grupos de trabajadoras y tra-
bajadores han decidido autoorga-
nizarse, creando una plataforma 
por la recuperación de la jornada 
de 35 horas. Están hartos de tanta 
discriminación y son conscientes 
de las consecuencias beneficiosas 
de lograr recuperar dicha jornada: 
laborales (más descansos, mayor 
conciliación familiar y más em-
pleo); asistenciales (mejor calidad 
asistencial). Al tiempo que no exis-
te pretexto alguno para volver a ella: 
mejora durante años de la econo-
mía y vivir en una Comunidad que 
no deja de crecer.

Las razones para crear esta pla-
taforma responden al intento de lo-
grar la participación del máximo de 

Trabajadoras y trabajadores de la Comunidad de 
Madrid organizan una plataforma para luchar por la 
recuperación de la jornada de 35 horas
Javier

trabajadoras y trabajadores, más 
allá de sus ideas sindicales y políti-
cas, y sin nadie que decida por ellas 
y ellos.

Esta plataforma ha iniciado una 
recogida de firmas y ha animado a 
las y los trabajadores del Hospital 
Doce de Octubre, de La Princesa 
y del Gregorio Marañón a partici-
par con el movimiento de Vecinas 
y Vecinos de Barrios y Pueblos de 
Madrid en las concentraciones que 
se han llevado a cabo en estos hos-
pitales, cosa que han hecho varios 

cientos de ellas y ellos, y organizan-
do un cortejo propio en la manifes-
tación del pasado 31 de mayo con-
vocada por “Vecinas y Vecinos”.

En los próximos meses las y los 
miembros de esta plataforma in-
tentaran avanzar y extenderse por 
el conjunto de centros de trabajo y 
Consejerías e ir decidiendo y dise-
ñando las acciones a realizar para 
lograr, aprovechando que estamos 
a un año de las elecciones autonó-
micas, que la jornada de 35 horas 
sea una realidad lo antes posible.



9

Vemos como se deterioran los ser-
vicios públicos por falta de recur-
sos, por la burocratización de los 
mismos y por una nefasta gestión 
del sector público. En realidad, to-
dos estos fenómenos responden a 
un mismo proceso económico:

La burguesía lidera una gestión 
de lo público, a través de los políti-
cos profesionales de los diferentes 
parlamentos, para beneficio propio. 
Perjudicar lo público para rescatar 
el sector privado, para mantener e 
incrementar su acumulación de ca-
pital, es la respuesta estructural de 
la burguesía hoy a la crisis actual 
del capitalismo.

La privatización responde al in-
terés de la burguesía para expan-

dir el mercado de las empresas 
del sector privado, para precarizar 
el empleo público y aumentar su 
tasa de ganancia, y para absorber 
la deuda pública, que sirve para 
mantener esa tasa de ganancia, 
pero que amenaza con afectar la 
competencia de las grandes com-
pañías privadas.

El neo-liberalismo no ha muer-
to: Las instituciones burguesas in-
ternacionales como el Banco Mun-
dial (BM), la Unión Europea (UE), 
el Fondo Monetario Internacional 
(FMI) o el Banco Central Europeo 
(BCE), sirven a ese propósito, solo 
que cada una de ellas sirve a las 
compañías transnacionales que 
están detrás de ellas.

Los Estados, que respaldan y 
trabajan para sus compañías pro-
pias, están interesados en la finan-
ciación de esas instituciones inter-
nacionales con fondos públicos, 
así como de regar con ellos los be-
neficios de dichas transnacionales.

Los Fondos Next Generation 
y el rescate de la banca española 
a partir de la crisis de 2008, son 
buenos ejemplos de cómo la UE 
potencia el sector privado a través 
del presupuesto público y cómo se 
transfiere la deuda privada del sec-
tor privado a deuda pública.

Como vemos actualmente, la UE 
aporta a través de la Comisión Eu-
ropea los Fondos Next Generation 
que salen de la población de sus 

¿Por qué se deja morir y se desmantela lo público? 
Jordi Jaime Sanz

Rescate y crecimiento del sector privado, y su 
transferencia en deuda pública, como fenómenos 
estructurales que explican hoy la privatización 

del sector público y su precarización.
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Estados miembros y que sirven bá-
sicamente para que las empresas y 
grandes compañías europeas pue-
dan digitalizarse y hacer su transi-
ción hacia la mal llamada “econo-
mía verde” sin que eso suponga 
ningún menoscabo para su tasa de 
ganancia. Es decir que, con fondos 
públicos, se mantiene el beneficio 
de gran parte del sector privado 
europeo, ensanchándose los már-
genes de beneficio para bancos y 
fondos de inversión y trasladándo-
se el coste de dicha transición a di-
cha población, pues dicho coste se 
sufraga, mención aparte de los in-
gresos provenientes por la imposi-
ción a la clase trabajadora europea, 
con medidas como los recortes y 
el mantenimiento o incremento de 
la precarización del sector público.

Muchos de los sectores pri-
vados en la economía burguesa, 
como se pudiera ver también con 
el rescate bancario en el Estado 
español a partir de la caída de Leh-
man Brothers en 2008, no podrían 
sobrevivir a su crisis y crecer sino 
fuera por el gasto público. Dicha 
expansión del sector privado gra-
cias al gasto público lo podemos 
ver, por ejemplo, en las licitaciones 
de obra pública en el Estado espa-
ñol pero también vemos dicha ex-
pansión del sector privado a través 
de la financiación con fondos públi-
cos de los sectores que sirven a los 
fines geo-estratégicos de los Esta-
dos europeos y para mantener sus 
mercados fuera de sus fronteras, 
cuya expresión es el gasto militar.

En efecto, el gasto público en li-
citación de obra pública en el Esta-
do español ha pasado de 10.849,77 
millones de euros en 2020, a 
24.447,43 millones de euros en 
2024, es decir, aproximadamente 
un 150% más.

El gasto público en defensa, que 
se lleva 12.317 millones en 2025 del 
gasto público estatal total, aumen-
tando un 62,58% respecto a 2017, 
ha hecho lo propio en su sector.

Tanto el sector de la construc-
ción como el militar es alimentado 
con fondos públicos generados, 
como se puede evidenciar en el 

caso español, mayoritariamente 
por la clase trabajadora y en menor 
medida también, por las demás 
clases populares.

Evidentemente financiar al sec-
tor privado a través del gasto pú-
blico, tanto para rescatarlo como 
para mantenerlo y expandirlo, 
contribuye a generar una enorme 
deuda pública que ya solo con sus 
intereses liquida una buena par-
te de los ingresos del Estado que 
podrían ir dirigidos a solucionar 
problemas de gran envergadura, 
como la vivienda.

Cuando el gobierno dice que la 
deuda pública en el Estado español 
se ha reducido, simple y llanamen-
te miente porque si bien su ratio 
con respecto al PIB ha disminuido 
un poco en estos últimos años por 
el crecimiento de este último, en 
términos absolutos casi se ha mul-
tiplicado por cuatro des de 2008 
hasta 2025. 

La deuda pública española, en 
ese sentido, ha pasado de ser de 
440.621 millones de euros en 2008 
a 1.698.225 millones (más de bi-
llón y medio de euros) este pasado 
2025, es decir, un incremento del 
285%, y no ha dejado de crecer, 
año tras año, en toda esta serie his-
tórica 

Evidentemente, y como hemos 
visto, cuando los ingresos del Es-
tado no alcanzan para pagar a los 
sectores privados como los que he-
mos hablado, el Estado se endeu-
da, pero esa deuda solo se absorbe 
(se retorna a sus propietarios, nor-
malmente bancos), allí donde no 
afecta al gran capital, es decir, se 
liquida la deuda donde acabar con 
ella no supone un menoscabo para 
la tasa de ganancia de las grandes 
compañías.

Para dejarlo más claro, estos 
mecanismos de recuperación, 
mantenimiento y expansión de las 
grandes compañías, no sólo su-
ponen un expolio de la clase tra-
bajadora principalmente, y de las 
demás clases populares, en menor 
medida, porque suponen un tras-
vase de ingresos, obtenidos con 
impuestos de esas clases, a esas 

compañías, sino que cuando con 
los ingresos de las clases trabaja-
doras y populares no es suficiente 
para pagar los costes de expansión 
de las compañías privadas y para 
pagar la deuda pública que ello ge-
nera, los recortes y las privatizacio-
nes se ponen al orden del día para 
limpiar esa deuda.

Efectivamente, la deuda pública 
genera ciertos desajustes (aumen-
ta las dificultades de financiación 
del sector privado al aumentar 
los tipos de interés, por lo gene-
ral genera inflación, devaluación 
de la moneda, desequilibrios en 
la balanza comercial, etc.), cosas 
que inciden especialmente en la 
competencia internacional de las 
grandes compañías de los Estados 
que asumen esa deuda, por eso es 
tan fundamental para la burguesía 
reducir la deuda. Pero claro, eso lo 
han de hacer los políticos que es-
tán a su servicio, en el sector públi-
co, allí donde no afecta sino bene-
ficia la tasa de ganancia de dichas 
compañías.

Las políticas de la Unión Euro-
pea y de los diferentes gobiernos 
del Estado español, en resumen, 
para seguir con la lógica de este 
sistema y la acumulación del capi-
tal de las grandes compañías, en-
tidades financieras y banqueras, a 
las cuales sirven, están detrás de 
la privatización del sector público, 
de su precarización, del empeora-
miento de su calidad y eficiencia 
(perdida de calidad debida también 
a la precarización del empleo pú-
blico) y de los recortes que padece 
toda la sociedad, principalmente 
la clase trabajadora. Y es precisa-
mente porque no pueden salirse de 
ese marco actual del capitalismo 
lastrado por la deuda, que dicha 
privatización y precarización es hoy 
en día un fenómeno estructural.



11

Con la privatización del sector pú-
blico no sólo se transfieren unos 
activos de las clases populares, 
mayoritariamente financiados por 
los trabajadores/as, a la burgue-
sía, sino que, además, con dicha 
privatización, la burguesía consi-
gue que más dinero público fluya 
constantemente hacia el sector pri-
vado. ¿Por qué? Porque cuando se 
privatiza un servicio público, como 
se han de cubrir unas necesidades 
humanas que han quedado insatis-
fechas al privatizar y que normal-
mente no son solventes, pero al 
mismo tiempo se quiere mantener 
la titularidad privada de esos ser-
vicios y esos activos, esas necesi-
dades insatisfechas no solventes 
presionan y sirven de excusa para 
regar con dinero público ese sector 
privado nacido al calor de las priva-
tizaciones.

Podríamos encontrar muchos 
ejemplos de colaboración públi-
co-privada en todos los problemas 
que abre el capitalismo, que sirve 
para socializar los costes de estos 
problemas y beneficiar a la parte 
de la sociedad que los produce, y 
que a la vez sirve como estrategia 
para ir privatizando el sector pú-
blico de forma encubierta. Pero el 
problema es que la solución de la 
derecha y la supuesta izquierda a 
la cuestión de la privatización, la 
colaboración público-privada, su-
pone un doble perjuicio a la clase 
trabajadora en su conjunto (más 
allá de que algunas familias vulne-

rables de clase trabajadora salgan 
beneficiadas). No solo porque su-
pone pasar dinero de la clase tra-
bajadora en su conjunto, y también 
de parte de las clases populares, 
a la burguesía acaudalada, sino 
también porque, al mantener esa 
fiscalidad regresiva, produce una 
fractura en la clase trabajadora que 
beneficia claramente a las opcio-
nes políticas de más a la derecha, 
debido a que la población más vul-
nerable, que concentra la mayoría 
de necesidades no solventes, suele 
ser migrante. Ello, pese a que los 
migrantes, en una más que consi-
derable mayoría de ocasiones, son 
una parte minoritaria en el consu-
mo del llamado «Estado del Bien-
estar», permite agitar a la extrema 
derecha el mantra de que los tra-
bajadores «autóctonos» pagan la 
vivienda, la sanidad y la educación 
a esa población, cuando los mi-
grantes, que aportan, en su conjun-
to, al sistema de la seguridad social 
etc. más de lo que reciben, también 
pagan, a través de la colaboración 
público-privada entre otras vías, a 
la burguesía acaudalada.

En ese sentido, las políticas 
«progresistas» de la socialdemo-
cracia actual y esa supuesta iz-
quierda, que consisten en esa co-
laboración público-privada y cuyo 
contenido real es la potenciación 
de negocios privados, son una 
máquina de fabricar votos para la 
derecha extrema (PP) y la extrema 
derecha (VOX).

Por otro lado, el nepotismo, la 
alta burocratización de los servi-
cios, el parasitismo en la función 
pública, la corrupción en general, 
inherente al propio sistema político 
burgués y a la administración pú-
blica, inevitable en un sistema eco-
nómico burgués, pues contra más 
centralizado y más concentrado 
está el capital, más inexorable es 
la cooptación por la burguesía de 
los cargos públicos a sus intereses 
(piénsese, por ejemplo, en las puer-
tas giratorias): todos esos factores 
que se atribuyen a la mala gestión 
pública, cuando debieran ser atri-
buidos al propio sistema económi-
co de la burguesía y a su liderazgo 
en el sector público, pudren un sec-
tor público ya mermado por esca-
sez de recursos y por su elevado 
coste burocrático. Esto hace que, 
aunque aumente la partida presu-
puestaria destinada a él, dichos 
recursos no vayan a parar muchas 
veces a remediar sus puntos débi-
les, sino a sostener su burocracia; 
cuando no, se lo deja morir por in-
anición, sin invertir fondos públicos 
en él, con el interés de privatizarlo a 
precio de saldo.

En resumen, la excusa de la 
mala gestión pública utilizada por 
la burguesía para privatizar, léase 
apropiarse de, un servicio público, 
léase los ingresos de los trabaja-
dores principalmente, debería ser 
achacada a sus sirvientes políticos 
y, por lo tanto, a la misma clase bur-
guesa.

Las estrategias y las excusas para privatizar el 
sector público. El caso de la colaboración público-

privada

Jordi Jaime Sanz
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“No sirve de nada pedir más salario o mejores 
condiciones en un planeta inhabitable”

ENTREVISTA

Entrevistamos a Juan, Bombero 
forestal de Andalucía.

En los últimos años hemos 
asistido a procesos de moviliza-
ciones de los bomberos foresta-
les en varias CCAA ¿Qué puedes 
contarnos de su situación y lucha?
La profesión está sometida, por lo 
general, a una gran precariedad. 
Afortunadamente, somos bastan-
te peleones. La pasada campa-
ña de alto riesgo terminó con una 
movilización estatal en Madrid, en 
octubre, que reunió a varios miles 
de compañeros y compañeras de 
los cuatro puntos cardinales. Des-
de entonces hay un reguero de lu-
chas que no ha parado en ningún 
momento. En Madrid llevan más de 
1000 días de huelga, que se dice 
pronto. Hace apenas unas sema-
nas también nos movilizamos los 
de Andalucía. En Castilla y León du-
rante estos meses han participado 

en marchas por las zonas afecta-
das por los terribles incendios de 
2025, seguramente allí tienen la 
peor situación de todas. La situa-
ción es tan caótica que, por una dis-
puta entre las empresas a las que 
se ha privatizado el servicio y la Ad-
ministración, ahora mismo casi mil 
compañeros ni siquiera han podido 
incorporarse a su trabajo.

El año pasado batimos récords 
de incendios y este año ya despun-
ta muy muy feo. Combatir estos 
incendios es siempre muy difícil. 
Pero es que hacerlo privatizados, 
con personal temporal recién con-
tratado, con condiciones laborales 
pésimas, con carencias humanas 
y materiales, sin una formación y 
un entrenamiento a lo largo del año 
profesional... lo hace todo mucho 
peor.

La nuestra ya no es ni una lucha 
por condiciones laborales o segu-
ridad en el trabajo, sino es ya una 

reivindicación porque las laborales 
de prevención y extinción de incen-
dios forestales puedan ser lo más 
eficaces posibles. Por nosotros, por 
la población y por nuestra naturale-
za y montes.

¿Se notan las consecuencias 
del cambio climático en vuestro 
trabajo?
Indudablemente. En estos días 
hemos sufrido un incendio en ple-
no corazón de Doñana, espoleado 
por unas temperaturas propia del 
verano. El problema es que aún es-
tamos en mayo. Los incendios fo-
restales alimentados por el cambio 
climático no son una predicción de 
futuro, son ya una realidad incon-
testable. Lo peor es que se van a 
seguir agravando, como muchas 
adversidades medioambientales. 
La única pregunta es si van a ser un 
desastre incontrolable o podremos 
frenar a tiempo antes de que sea 
demasiado tarde.
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¿Cuál es el papel de los traba-
jadores/as públicos/as en la lucha 
contra las consecuencias de la 
catástrofe ecológica?
Creo que es importante incorporar 
esta dimensión a nuestras luchas. 
No se trata únicamente de pedir 
un poquito más de salario o unas 
condiciones de trabajo un poquito 
mejores. Eso no sirve de nada en 
un planeta inhabitable o delante 
de incendios monstruosos. Hay 
que salir del sindicalismo de carril 
estrecho e implicarnos en la lucha 
ecologista. Muchas veces estamos 
tan enredados en las pequeñas rei-
vindicaciones más urgentes que 
se nos olvida lo más importante. 
Nuestro testimonio y conocimiento 
desde la primera línea de los efec-
tos del cambio climático nos hace 
esenciales como punta de lanza de 
la población en su conjunto.

A nuestro favor tenemos ser una 
profesión bastante reconocida por 
la población, tenemos la posibilidad 
de concienciar sobre las transfor-
maciones que están sucediendo. 
Necesitamos aliarnos con los mo-
vimientos sociales preocupados 
por la crisis ecológica en curso, ha-
cernos parte de ellos, nutrirlos con 
nuestra visión y aprender a su vez 
de ellos.

¿De quién es responsabilidad 
que se sigua profundizando la cri-
sis ecológica?
Se suele decir que es responsabili-
dad de todos. Y en parte es cierto, 
todos y todas tenemos responsa-
bilidad con nuestros actos cotidia-
nos. Yo animo a ser tan responsa-
bles y coherentes como podamos. 
Pero plantearlo así es hacer tram-
pas, es responsabilidad de todos, 
pero no en la misma proporción. La 
desigualdad en nuestra sociedad 
es obscena, y eso se refleja en el 
impacto que generamos cada cual. 
¿O es lo mismo alguien que vive 
compartiendo piso y llega ahogado 
a fin de mes que los megaricos que 
cogen un jet privado cada dos días?

La desigualdad es tan brutal que 
cuesta dimensionarla. Voy a poner 
sólo un dato encima de la mesa 
para no inundar de cifras el debate. 
Según Oxfam, el 1% de la humani-
dad contamina más como los 2/3 
más pobres de la humanidad en su 
conjunto. Ahí se encuentra el quid 
de la cuestión.

¿Cuáles son las medidas que se 
deberían aplicar para frenar la ca-
tástrofe ecológica?

Es difícil desarrollar una gran ar-
gumentación en un espacio breve, 
así que voy a ir directo a lo que creo 
que es esencial. Aunque suene muy 
maximalista, te diría que necesita-
mos acabar con el capitalismo. Lle-
vamos unos 30 años de cumbres 
climáticas internacionales, de dis-
cursos sobre desarrollo sostenible 
y de “economía verde”, pero segui-
mos deslizándonos por el tobogán 
hacia el desastre. Aplastando cual-
quier iniciativa ligada a la sosteni-
bilidad, el capital sigue girando y 
acumulando, machacando lo que 
haga falta para seguir creciendo sin 
límite. Los grandes capitalistas del 
mundo han demostrado sobrada-
mente estar dispuestos a llevarnos 
a todos por delante para seguir su-
mando ceros en su ya infinita cuen-
ta corriente.

La economía es hoy por hoy una 
rueda ciega que gira y gira siempre 
buscando que sigan acumulando 
ganancias, eso marca su brújula. 

Y los gobiernos de todo el mundo 
acompañan sin excepción. Creo 
que hay que cambiar completa-
mente el paradigma. Necesitamos 
planificar la economía, hacerlo para 
cubrir las necesidades humanas 
sin sobrepasar las capacidades del 
medioambiente. Estamos tan acos-
tumbrados al capitalismo extremo 
que esto suena completamente 
utópico, pero lo que de verdad es 
irreal es pensar que vamos a poder 
cambiar de rumbo manteniendo el 
orden económico, social y político 
actual.

Creo que sería posible un mun-
do donde el conjunto de la pobla-
ción pueda vivir dignamente, me-
jor que ahora diría, respetando los 
límites finitos de nuestro planeta y 
sus recursos naturales. Pero para 
eso necesitamos acabar con el 
capitalismo, con la guerra, con la 
desigualdad extrema y la acumula-
ción de riqueza y poder. Un mundo 
sostenible es necesariamente un 
mundo más equitativo y democráti-
co, en el que el conjunto de la pobla-
ción tenga el poder repartido y en 
sus manos; especialmente, la clase 
trabajadora, que somos quienes al 
fin y al cabo producimos y distribui-
mos todo lo que se fabrica.

Los incendios 
forestales alimentados 
por el cambio 
climático no son una 
predicción de futuro, 
son ya una realidad 
incontestable. La 
única pregunta es si 
van a ser un desastre 
incontrolable o 
podremos frenar a 
tiempo antes de que 
sea demasiado tarde.

“

Un mundo sostenible 
es necesariamente un 
mundo más equitativo 
y democrático, en el 
que el conjunto de 
la población tenga 
el poder repartido 
y en sus manos; 
especialmente, la 
clase trabajadora.

“
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La degradación de los servicios 
públicos, la crisis de la vivienda y 
la precarización de las condiciones 
de vida han generado un profundo 
malestar entre amplios sectores 
de la clase trabajadora en el Esta-
do Español. En este contexto, cada 
vez es más frecuente escuchar 
discursos que señalan a la inmigra-
ción como la gran responsable del 
colapso de la sanidad, de la falta 
de ayudas sociales o de las dificul-
tades para acceder a una vivienda 
digna.

Sobre esta frustración material 
real, la derecha y la extrema dere-
cha han construido el discurso de 
la "prioridad nacional". Este es el 
nuevo relato de Vox y su moneda 
de cambio con el PP en aquellos te-
rritorios donde necesitan su apoyo 
para gobernar, aunque sin terminar 
de ponerse de acuerdo sobre el 
concepto: el PP, con un discurso 
igualmente racista y xenófobo, lo 
vincula al arraigo; Vox, exclusiva-
mente a la nacionalidad española.

Apuntes sobre la prioridad nacional

Mimi y Carlos Santillán

Así construyeron toda su cam-
paña electoral en Andalucia, tratan-
do de conectar migración con de-
lincuencia o con el colapso de los 
servicios públicos, logrando ser la 
segunda fuerza electoral en barrios 
ricos de la capital andaluza y en ba-
rrios obreros muy pobres y castiga-
dos como el polígono sur, uno de 
los más pobres del Estado espa-
ñol. Esto no es ninguna casualidad, 
cuando los gobiernos de izquierda 
o progres no resuelven las necesi-
dades más sentidas de la clase tra-
bajadora, dejan la puerta abierta a 
que estos discursos racistas y apo-
rofóbicos calen en nuestra clase. 

Por ello, frente a la demagogia 
de la “prioridad nacional”, es nece-
sario reivindicar una idea funda-
mental: el problema no es que haya 
“demasiados” migrantes pobres, o 
como dice Abascal que vienen a 
vivir de las ayudas del Estado, (a 
quien hay que recordarle que es 
él quien recibe un jugoso salario 
de más de 55 mil Euros anuales 

como diputado, muy por encima 
de la media de los nacionales de a 
pie), pero basta con revisar un poco 
los datos oficiales para desmentir 
a este señor y a su maquinaria de 
propaganda.

Según un informe del Observa-
torio de las Migraciones de Barce-
lona, el Estado protege seis veces 
más a los nacidos en el Estado es-
pañol que a los migrantes. También 
sufren una discriminación evidente 
en el acceso a la vivienda y en el 
empleo de forma que destinan 
más del 40 % de sus ingresos a la 
vivienda y a menudo se concentran 
en sectores profesionales de baja 
calificación y con elevada precarie-
dad, como el trabajo doméstico o 
la hostelería.

Debido a su franja de edad, los  
y las migrantes van menos al mé-
dico y tienen menos hospitalizacio-
nes que los nacidos en el Estado 
español. Es decir, usan menos los 
servicios sanitarios que todos los 
gobiernos llevan años recortando y 
privatizando, aunque aportan igual-
mente a su mantenimiento. Solo el 
5% de la población extranjera es 
hospitalizada, frente al 8,5% de los 
ciudadanos nacidos en el Estado 
español. El 78,4% de los inmigran-
tes acude a las consultas de medi-
cina de familia, una tasa notable-
mente inferior al 82,9% registrado 
entre la población autóctona.  Las 
derivaciones a especialistas de se-
gundo nivel son también menores 
entre los extranjeros (45% frente a 
un 54,9%), mientras que el uso de 
urgencias se mantiene proporcio-
nalmente similar en ambos gru-
pos debido a barreras previas en la 
atención ordinaria. 

En cuanto a las ayudas sociales, 
según datos de Amnistía Interna-
cional, el uso en el Estado espa-



15

ñol de los servicios sociales por 
personas extranjeras no pasa del 
12,5%. De las 798.312 personas 
que cobran ayudas como el IMV 
por ejemplo, el 82,5% son españo-
las y los migrantes solo cobran el 
28% de las rentas de inserción au-
tonómicas.

Prioridad nacional o 
prioridad de clase
El PP y VOX aprovechan el avan-
ce de la ultraderecha a nivel inter-
nacional para cebarse contra la 
población migrante en el Estado 
español, señalándoles como prin-
cipales causantes de la precariza-
ción de los servicios públicos y el 
retroceso en la calidad de vida de 
los y las nacidas aquí, y el aumen-
to de la inseguridad. Pero no dicen 
que la crisis de vivienda es genera-
da por los fondos buitres y bancos 
que acaparan y especulan con un 
derecho tan básico como es la vi-
vienda. Tampoco dicen nada de 
que los bancos deberían devolver 
los más de 64,000 millones de eu-
ros con los que el Estado les res-
cato en la crisis de 2008-2009. Que 
los retrocesos en el poder adquisi-
tivo se deben a los bajos salarios 
y a los cierres de empresas por 
parte de las grandes corporacio-
nes y entrando al tema de servicios 
públicos no dicen que el abandono 
Estatal y en consecuencia la priva-
tización de estos es lo que lleva a 
que no funcionen.

Para no ir tan lejos, en los últi-
mos cuatro gobiernos en el Estado 
Español, desde José Luis Zapatero 
(PSOE), pasando por Mariano Ra-
joy (PP) hasta el de Pedro Sánchez, 
se han realizado entre 150,000 y 
230,000 contratos con empresas 
privadas (sumando Administra-
ción General del Estado, CCAA y 

entidades locales). Entre el 45% y 
el 55% de estos, son contratos de 
servicios públicos, sobrepasando 
los contratos en sectores como 
las obras y suministros. En térmi-
nos económicos eso representa un 
11% del PIB, o sea unos 70,000 mi-
llones de euros anuales. esto nos 
da una idea de la cantidad de las 
ganancias que obtienen las empre-
sas privadas a costa de servicios 
que deberían mejorar nuestras 
condiciones de vida.

Si hablamos de reformas fis-
cales que graven las grandes for-
tunas para financiar los servicios 
públicos, el análisis cambia por 
completo. Tomemos como ejem-
plo a Florentino Pérez, con un patri-
monio de 3.100 millones de euros y 
una retribución anual de 9 millones 
como presidente de ACS. Desco-
nocemos cuánto tributa exacta-
mente, ya que esas cifras están 
amparadas por la ley de protec-
ción de datos. Lo que sí sabemos 
es que patrimonios como el suyo 
quedan sujetos al Impuesto de So-
lidaridad de las Grandes Fortunas 
y al Impuesto sobre el Patrimonio, 
con una cuota neta de 3 millones 
de euros anuales, una cifra clara-
mente desproporcionada respecto 
a lo que genera un patrimonio de 
esa magnitud.

Hay que añadir que ACS —Ac-
tividades de Construcción y Ser-
vicios— registró solo en el primer 
trimestre de 2026 unos ingresos 
de 12.300 millones de euros, sien-

do una de las empresas con mayor 
volumen de contratos públicos en 
el Estado español ejecutados a tra-
vés de filiales como Dragados, Tec-
sa o Rover Rail.

ADIF la empresa administrado-
ra de infraestructura ferroviaria, es 
con mucha diferencia el principal 
cliente estatal de ACS, recibiendo 
constantemente licitaciones masi-
vas vinculadas a la Alta Velocidad 
y cercanías, también tiene contra-
tos con el mantenimiento de carre-
teras y aeropuertos, lo cual al año 
deja un beneficio de entre 700 y 
1,200 millones de euros a la cor-
poración del sr. Pérez. Si personas 
como Florentino Pérez o Amancio 
Ortega, pagaran los impuestos 
equivalentes, no se beneficiaran de 
la privatización de los servicios pú-
blicos, estos serían de calidad y ha-
bría cantidad suficiente para todas 
las personas. En otras palabras y, 
en resumidas cuentas, la crisis de 
servicios públicos y de vivienda, 
deberían pagarla los ricos.

Este tipo de datos son los que 
Abascal, Feijoo y los medios de la 
derecha rancia ocultan a la clase 
trabajadora en el Estado español 
para poner a pelear a pobres na-
cionales, contra pobres extranje-
ros. Porque de fondo saben que 
la lucha no es de nacionales con-
tra extranjeros, sino, una lucha de 
clases encarnizada, ricos contra 
pobres, patrones contra trabaja-
dores/as, explotados/as contra ex-
plotadores.

¿Prioridad 
nacional o 
prioridad de 
clase?
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La lucha contra la privatización del Servicio de 
Ayuda a Domicilio (SAD) en Alcalá del Río (Sevilla) 

ENTREVISTA

Entrevistamos a Rosario, Magdale-
na y Sandra. Tres trabajadoras del 
servicio de ayuda a domicilio de Al-
calá del Río que llevan más de diez 
años resistiendo la privatización de 
un servicio público esencial con el 
que se atiende a personas en si-
tuación de dependencia. El suyo es 
un conflicto por unas condiciones 
dignas de trabajo, estabilidad en el 
empleo y contra la precariedad y 
discriminación laboral que sufren 
los sectores laborales relacionados 
con los cuidados que son siempre 
los más feminizados. 

La suya es una lucha por la re-
municipalización del servicio, en-
frentando la política privatizadora 
del gobierno de turno, primero bajo 
el PSOE y ahora bajo un gobierno 
de Izquierda Unida, que ha adjudi-
cado el servicio anteriormente en 
manos del consistorio, a la empre-
sa Ecilimp S.L. Una privatización 
que afecta al empleo y a las condi-
ciones laborales de estas trabaja-
doras, así como a la calidad del ser-

vicio. Hablamos con ellas sobre el 
conflicto, sus causas y lo que está 
en juego.

¿Cómo explicaríais brevemen-
te el conflicto a alguien que no lo 
conoce?
Llevamos luchando desde 2014 
que gobernaba el PSOE. La nuestra 
es una lucha por un sueldo digno y 
unas condiciones dignas de trabajo 
para todas las trabajadoras, sin dis-
criminación, ya que sufríamos tres 
sueldos diferentes en una misma 
categoría. Eso se denunció a la Ins-
pección de Trabajo y se ganó.

 En esa lucha por la igualdad, 
siempre hemos querido que las 
compañeras de la bolsa fueran 
también personal del ayuntamien-
to. Pero desde el consistorio, nunca 
quisieron que formaran parte de la 
plantilla del Ayuntamiento.

¿Y la privatización? ¿Cómo em-
pezó?
En un principio, el protagonismo 
fue del PSOE, cuyo papel era inten-
tar que se devaluase   el servicio, 

que decayera, dejándoselo pos-
teriormente a Izquierda Unida en 
bandeja, para poder llevar a cabo la 
licitación. Esto ha sido un proceso y 
un trabajo de años. Lo mismo que 
nosotras hemos estado luchando 
durante muchos años en contra de 
que se privatice, ellos han estado 
luchando por todo lo contrario.

A la pregunta de que desde 
cuándo empezó el proyecto de 
privatización con Izquierda Unida, 
yo creo que desde el momento en 
que todas empezamos a reclamar 
nuestros derechos, y que no éra-
mos solo una caja registradora que 
ingresaba dinero al ayuntamiento. 
Cuando empezamos con las de-
nuncias y a ganar juicios. 

¿Cómo os afecta la privatiza-
ción a las trabajadoras?
Supone una disminución de nues-
tros derechos económicos, como 
los días de asuntos propios; y la 
aprobación de las llamadas «horas 
monedero», que todas las empre-
sas utilizan como  les viene bien. 
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Para las trabajadoras supone un re-
troceso en derechos fundamenta-
les como son la conciliación laboral

Ahora mismo nos regimos por 
el convenio provincial, pero se está 
ya negociando un convenio nuevo 
que empeorará aún más nuestras 
condiciones: menos salario, menos 
días de asuntos propios sin dere-
cho ni para ir al médico. Muchas 
pasarán a cobrar unos 700 euros.

Por otro lado, sigue existiendo 
una bolsa del ayuntamiento de 166 
personas. ¿Dónde están esas 166 
trabajadoras que están esperando 
a ser llamadas? Son profesionales, 
son compañeras que han estado 
trabajando para el ayuntamiento 
atendiendo a los usuarios durante 
muchísimos años. Y ahora mismo 
ni las están llamando. Están trayen-
do personal de otra parte y prefie-
ren decir que no tienen personal, 
antes de contratarlas.

 ¿Y a los usuarios?
Hay usuarios/as que no tienen 
ningún familiar y tienen asignadas 
unas cuatro horas y les han dicho 
que les van a rebajar a una hora. 
Dime tú en una hora cómo los ba-
ñas, cómo les dejas la comida he-
cha, etc.

Yo lo máximo que he hecho en 
27 minutos es bañar a la persona, 
recoger el baño y una cama, y salir 
pitando, siempre llegando tarde a 
todos lados. O la bañas o la afeitas. 
Las dos cosas no puedes. Y no es 
solo el desgaste físico:  es también 
emocional. Caemos más en de-
presiones debido a que sufrimos 
ansiedad por llegar a los sitios, an-
siedad por hacer el trabajo en con-
diciones... el día que dejas a una 
persona sin haberla dejado como a 
ti te gustaría, esa carga te la llevas 
a casa.

¿Veis esto como el único con-
flicto de privatización en Alcalá 
del Río?
No, lo que ocurre con nosotras en 
el servicio de ayuda a domicilio, 
creemos es la antesala de lo que va 
a ocurrir con otros servicios como 
jardinería o limpieza. Esto va a ser 
progresivo, no va a pararse solo con 
nosotras. Todo lo que son servicios 

se van a terminar privatizando. De 
hecho, no hay más que ver que des-
de que ya no hay tantos programas 
públicos como había antes, como 
el Plan Joven. Ya no se están dando 
esos planes.

 ¿Cuál ha sido la postura de los 
partidos del ayuntamiento?
Lo que ha hecho Izquierda Unida 
es continuar el trabajo que abrió 
el PSOE. Por eso el PSOE no pue-
de poner objeción a algo que ellos 
ya plantearon y pusieron sobre la 
mesa.

PP, PSOE, Izquierda Unida: los 
tres están unidos como hermanos 
primos en esto de acabar con los 
servicios públicos aquí en Alcalá. 

¿Cuál creéis que es el camino 
para defender lo público?
El único camino es la unión de to-
dos los trabajadores y trabajado-
ras, los familiares, los usuarios, y 
echarnos a la calle. Aquí no se tra-
baja hasta que esto se resuelva. Y 
si paramos un país, te digo yo que 
lo solucionamos de golpe.

Que se cumplan todas las leyes 
que ya existen. La Junta ha dicho 

«yo te doy el dinero y tú haz lo que 
quieras». No: habéis hecho un ser-
vicio público porque hay personas 
que lo necesitan, y lo primero que 
tenéis que mirar es que esos ser-
vicios se estén cumpliendo. Este 
ayuntamiento no puede decir tam-
poco «hoy no doy las horas, pero el 
dinero me lo quedo». Necesitamos 
control.

Hay quien dice que vuestra 
lucha va contra Izquierda Unida. 
¿Cómo respondéis?
Estamos cansadas de que se nos 
diga que vamos «contra Izquierda 
Unida» o «contra Maíllo». Lo que 
nosotros queremos que se entien-
da es que no vamos contra nadie. 
Defendemos un servicio público y 
los derechos que estamos perdien-
do.

Si en vez de gobernar Izquierda 
Unida y PSOE antes, gobernase 
la derecha o la ultraderecha, ¿se 
hubiera callado la gente? No: todo 
el mundo estaría en la calle. Pues 
nosotras decimos: ¡Gobierne quien 
gobierne, lo público se defiende!
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Cuando hablamos de servicios pú-
blicos, solemos hablar de dinero: 
de cuánto se recorta, de adónde 
va el presupuesto, de cuántos mi-
llones engorda Quirón o CLECE 
mientras las listas de espera se 
alargan. Ese análisis es correcto y 
necesario. Pero hay una dimensión 
que se queda fuera si nos limita-
mos a los números: la destrucción 
de lo público no solo empobrece a 
la clase trabajadora en abstracto. 
Golpea de forma desigual según 
el género, el origen y la situación 
laboral de cada persona, y tiene 
consecuencias que van mucho 
más allá del bolsillo. Los servicios 
públicos no son solo un derecho 
económico: son el terreno donde 
se decide quién carga con el peso 
del trabajo de cuidados y unos de 
los pilares para el combate estruc-
tural al machismo.

La destrucción de lo público, un arma para oprimir y 
dividir a la clase
Laura R. y J. Martínez

conjunto de la clase trabajadora 
acceda a ellos con independencia 
de su salario. La segunda: que esas 
tareas se realicen en el ámbito pri-
vado del hogar, especialmente por 
las mujeres, de forma gratuita. El 
capitalismo en crisis empuja sis-
temáticamente hacia la segunda 
opción: recortar lo público es, en 
el fondo, privatizar la reproducción 
social de la fuerza de trabajo.

Que la responsabilidad social 
sobre ese trabajo recaiga sobre las 
mujeres no es casualidad. En el ca-
pitalismo son las mujeres quienes 
lo absorben, No porque sea natu-
ral, sino porque a través del ma-
chismo, se ha construido esa divi-
sión social como norma. A pesar 
de los derechos conquistados, hoy 
en el Estado español las mujeres 
dedican en promedio el doble de 
horas semanales que los hombres 
a los cuidados y tareas del hogar. 
El 21,4% trabajan a tiempo parcial, 

frente al 6,8% de los hombres, y la 
brecha salarial es del 16,6%, unos 
430 euros de media al mes. La 
privatización y el recorte en los 
servicios públicos de atención y 
cuidados refuerzan esa división: 
devuelven al ámbito doméstico lo 
que durante décadas de conquis-
tas obreras había sido arrancado 
y convertido en derecho colectivo 
durante la transición, delante de 
una burguesía que para evitar una 
mayor movilización tuvo que entre-
gar concesiones. Pero bajo el ca-
pitalismo, especialmente en crisis, 
estas tareas son igualmente reali-
zadas en su mayoría por mujeres, 
en condiciones de enorme preca-
riedad laboral.

La privatización y las políticas 
de austeridad se cobran un precio 
diferente según la combinación de 
clase, género y origen. Una mujer 
trabajadora que pierde o ve reduci-
do el servicio de ayuda a domicilio 

Quién paga la privatización 
y los recortes sociales: 
género, clase y origen
El capitalismo necesita que los 
trabajadores y trabajadoras des-
cansen, se alimenten, se cuiden 
cuando enferman, críen a sus hijos 
e hijas. Todo ese trabajo —invisible, 
no remunerado, imprescindible— 
se llama trabajo para la reproduc-
ción social, que es la actividad físi-
ca, emocional y material que hace 
posible dicha reproducción social 
de la fuerza de trabajo. La pregun-
ta política es: ¿quién lo hace y a 
qué coste?

Hay dos respuestas posibles. 
La primera: una red de servicios 
públicos que socialice esas tareas 
—guarderías, atención sanitaria 
universal, residencias dignas, ser-
vicios sociales— y permita que el 
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para su familiar mayor, no tiene las 
mismas opciones que quien puede 
contratar a una empleada de hogar 
—frecuentemente migrante, con 
contrato precario o sin él—. El 70% 
de los puestos temporales y preca-
rios en la administración están ocu-
pados por mujeres, concentrados 
en sanidad y educación. En el siste-
ma de dependencia, el 72,3% de las 
personas cuidadoras no profesio-
nales son mujeres, y más del 80% 
de quienes trabajan profesional-
mente en ese sistema también lo 
son. Las mujeres migrantes sostie-
nen la reproducción social cuando 
el Estado se retira, y son al mismo 
tiempo las primeras en sufrir la de-
gradación de los servicios cuando 
los necesitan para sí mismas.

Defender lo público es una 
lucha para unir a toda la 
clase trabajadora
La clase trabajadora es diversa y 
está dividida por las opresiones, 
que enfrentan unos sectores con-
tra otros.  La lucha por los servicios 
públicos es uno de los terrenos 
donde esa división puede romper-
se, porque el ataque golpea a todas 
al mismo tiempo y desde ángulos 
distintos. 

Cuando se externaliza un servi-
cio de ayuda a domicilio, pierde la 
trabajadora que ve degradarse su 
convenio, pierde la persona mayor 
que recibe el servicio, y pierde la 
clase trabajadora especialmente 
las mujeres. El capital gana en los 
dos extremos de esa cadena. Las 
trabajadoras de Alcalá del Río, las 
enfermeras del 12 de Octubre, las 
docentes con el sueldo congelado 
en Cataluña no son conflictos se-
parados. Son expresiones distin-
tas de la misma contradicción: los 
servicios públicos son la trinchera 
donde se disputa quién carga con 
los costes de la reproducción so-
cial. Y esa carga, en el capitalismo, 
la llevan las mujeres.

La conexión entre privatización 
y violencia machista es más direc-
ta de lo que parece. Las trabajado-
ras de la Red contra la Violencia 

de Género de Madrid —que fueron 
a la huelga este 25-N exigiendo la 
remunicipalización del servicio— lo 
explicaban con claridad: cuando 
una mujer pide ayuda para salir de 
una situación de violencia, si no es 
considerada en situación de alto 
riesgo, tiene que esperar dos me-
ses para ser atendida. Durante ese 
tiempo sigue expuesta y muchas 
sufren nuevas agresiones que po-
drían haberse evitado. 

A esto se suma que la precarie-
dad salarial ata a muchas víctimas 
a sus maltratadores —no por de-
pendencia emocional, sino porque 
no tienen alternativa económica—, 
y que sin vivienda pública algunas 
mujeres vuelven con el agresor 
al agotar el plazo en un centro de 
emergencia. La privatización de los 
servicios de atención a la violencia 
machista no es un problema buro-
crático. Es un problema que cuesta 
vidas.

Sin socializar los cuidados 
la igualdad real es 
imposible
Defender y rescatar los servicios 
públicos existentes es imprescin-
dible. Pero no es suficiente. Inclu-
so cuando el Estado del Bienestar 
fue más robusto, la reproducción 
social siguió descansando de for-
ma desproporcionada sobre las 
mujeres. El problema no es solo 
de cantidad de recursos, sino de 
qué tipo de sociedad los organiza 
y con qué lógica. Aunque tenga-
mos acuerdo con un mayor repar-
to de las tareas domésticas y de 
cuidados dentro del hogar, porque 
ello contribuye a una mayor igual-
dad, la solución de fondo es luchar 
para que la responsabilidad sea 
social 

Para acabar con las raíces ma-
teriales de la opresión de género 
hace falta ir más lejos: sociali-
zar todos cuidados. Eso significa 
guarderías públicas y gratuitas 
para toda la clase trabajadora, co-
medores colectivos accesibles, la-
vanderías sociales, centros de día 
y residencias dignas con gestión 

pública. No como servicios resi-
duales para quien no puede pagar, 
sino como derechos universales 
que arranquen de raíz la división 
entre trabajo productivo —el que 
cuenta, el que se paga— y traba-
jo reproductivo —el que sostiene 
todo lo demás, pero se hace invi-
sible. 

¿Puede el capitalismo llegar a 
eso? La evidencia histórica dice 
que no. Cada vez que la crisis 
aprieta, los cuidados son lo prime-
ro que el capital devuelve al hogar 
y con ello las mujeres trabajado-
ras son las primeras en salir del 
mercado laboral. Pasó con los 
recortes de Zapatero, con la aus-
teridad de Rajoy, y la lógica de la 
colaboración público-privada que 
hoy defiende el PSOE no rompe 
con ese mecanismo: lo adminis-
tra. La opresión de género, en el 
capitalismo, no es un residuo del 
pasado que se corregirá con más 
reformas. Es funcional al sistema: 
mientras el capital pueda extraer 
trabajo gratuito de las mujeres 
para sostener la reproducción de 
la fuerza de trabajo, no tiene nin-
gún incentivo para eliminarlo.

La conclusión es clara: mien-
tras sigamos en el capitalismo, la 
opresión de género tiene suelo fir-
me donde sostenerse. Un sistema 
que utiliza el trabajo gratuito de las 
mujeres para reproducir la fuerza 
de trabajo no va a socializar los 
cuidados, igual que no va a resca-
tar los servicios públicos. Las re-
formas pueden mejorar condicio-
nes, pero no eliminan la raíz.  

Si defender lo público, forma 
parte de la lucha contra el machis-
mo, combatir la opresión de géne-
ro en todas sus formas, es igual-
mente una parte vital de la lucha 
contra el capitalismo.

Por eso las trabajadoras que 
hoy luchan por la remunicipaliza-
ción de un servicio de ayuda a do-
micilio o contra la externalización 
en un hospital, están peleando, 
aunque no siempre se nombre así, 
por una sociedad donde la vida 
valga más que el beneficio.
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En los últimos años los/las tra-
bajadores/as públicos son el sector 
que más huelgas ha protagoniza-
do, pero las luchas acostumbran a 
quedar encerradas por el corpora-
tivismo y divididas por las compe-
tencias autonómicas, lo que gene-
ra una disparidad acuciante en los 
distintos territorios tanto en la cali-
dad del servicio como en las con-
diciones laborales de quienes los 
sostienen. Frente a ello es impres-
cindible la elaboración de un pro-
grama común que permita unificar 
las luchas de los trabajadores/as y 
usuarios/as.

Luchar consecuentemente por 
unos servicios públicos verdadera-
mente de calidad pasa por exigir la 
aplicación inmediata de un progra-

Alexandra Guerrero

ma de rescate de lo público que au-
mente de forma extraordinaria los 
recursos, que remunicipalice y es-
tatalice todos los servicios externa-
lizados y privatizados y a sus planti-
llas y que dignifique las condiciones 
laborales de los/las trabajadores/
as, empezando por estabilizarlos/
as. Dicho programa nace de las ne-
cesidades más apremiantes que la 
clase trabajadora y la inmensa ma-
yoría del pueblo hemos puesto en 
la calle, masivamente, los últimos 
años. El programa, por tanto, res-
ponde a un intento de sistematiza-
ción de esas medidas aunque cada 
sector tenga sus particularidades.

¡Recuperar la gestión pública de 
los servicios externalizados, inyec-
tar fondos de forma extraordinaria 

y estabilizar a los/las trabajadores/
as!

El plan que proponemos inclu-
ye la inmediata municipalización, 
estatalización o nacionalización de 
todos los servicios privatizados o 
externalizados expropiándolos sin 
indemnización para recuperar así 
su gestión pública. Desde los Servi-
cios de Atención Domiciliaria hasta 
los servicios de limpieza y recogida 
de residuos. Dicho plan debe con-
templar la integración de todos ellos 
en la red de recursos pública bajo 
control de los/las trabajadores/as, 
tanto en la planificación como en 
la gestión. ¡No hace falta construir 
más escuelas u hospitales, sino pa-
sar a manos públicas los que hoy 
son concertados o privados!

Por un programa 
de rescate 
de los servicios 
públicos
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Por un programa 
de rescate 
de los servicios 
públicos

Defendemos una inyección ex-
traordinaria de fondos públicos 
para rescatar lo público y asegurar 
unos servicios de calidad, ya sea 
la sanidad, la educación, el sector 
social, bomberos, el transporte, 
los cuidados o las pensiones. Es 
necesario recursos para bajar los 
ratios de las aulas, reducir las lis-
tas de espera, invertir en la mejora 
y mantenimiento de la red pública 
de transporte y para garantizar un 
sistema público de pensiones liga-
do a los Presupuestos Generales 
del Estado.

Incrementar la financiación de lo 
público no solo exige redistribuir los 
fondos públicos en los Presupues-
tos Generales del Estado, reducien-
do el presupuesto militar, cance-

lando los contratos con la industria 
militar israelí o eliminando gastos 
innecesarios como la partida de 
la Casa Real, sino que requiere re-
distribuir la riqueza y aumentar la 
carga fiscal a quienes más tienen. 
Por ello, el gobierno debe aplicar 
impuestos extraordinarios a las 
grandes fortunas del país e inter-
venir los beneficios empresariales. 
Es la única forma de velar para que 
los servicios públicos puedan ser 
100% públicos, gratuitos y de cali-
dad. Ello implica, además, revertir 
los recortes que gobiernos de dis-
tintos colores han llevado a cabo 
desde la crisis del 2008, contratar 
más personal para desaturar los 
servicios e invertir en recursos e in-
fraestructura.

Dignificar las condiciones la-
borales de los/las trabajadores/
as públicos/as y la calidad de los 
servicios pasa, en primer lugar, 
por la estabilización de todos/as 
ellos/as para acabar con la tem-
poralidad. Además, muchos de 
los servicios están externalizados, 
mientras no se estatalicen, luchar 
contra la precariedad exige defen-
der la derogación completa de las 
dos últimas reformas  laborales, la 
de Rajoy de 2012 y la del gobier-
no del PSOE-Unidas Podemos de 
2021 que garantiza la tranquilidad 
de la patronal preservando, en lo 
sustancial, la Reforma de 2012, es 
decir, permitiendo el despido barato 
y fácil, manteniendo los contratos a 
tiempo parcial y ampliando el me-
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canismo de los ERTE cuyo objetivo 
esencial es rescatar a las grandes 
empresas reduciendo los costes 
de personal a costa de un nuevo 
atraco a los salarios y de seguir en-
gordando una deuda pública que 
alcanza ya 1,43 billones de euros, 
supera el 122% del PIB y que segui-
remos pagando los trabajadores/
as y el pueblo.

La aplicación de este programa 
es vital para conseguir el máximo 
apoyo social, pues los servicios 
públicos son un derecho básico de 
toda la población. Es la clase traba-
jadora y, especialmente, sus secto-
res más oprimidos y precarizados, 
quienes más pagan las consecuen-
cias del deterioro constante y la pri-
vatización de servicios esenciales y 
necesarios para la reproducción de 
la vida.

millonarios. Desde el caso Masca-
rillas o el amaño de contratos de 
obras públicas, en el ministerio de 
transporte de Ábalos y Koldo, has-
ta el piso del novio de Ayuso y los 
contratos millonarios de Quirón. 
Los argumentos de problemas de 
gestión solo sirven para justificar 
unas privatizaciones que empeoran 
la calidad de los servicios y precari-
zan las condiciones de los trabaja-
dores/as. Para evitar la corrupción 
y el enriquecimiento privado de-
fendemos que sean gestionados y 
controlados por los verdaderamen-
te interesados en que los servicios 
públicos funcionen bien, y no se de-
rroche un solo euro de sus impues-
tos; los trabajadores/as y usuarios/
as de estos servicios.

Construir la 
autoorganización de los/las 
trabajadores/as para luchar 
por un verdadero plan de 
rescate de lo público
La falta de inversión pública, la pri-
vatización y externalización de ser-
vicios esenciales, así como los re-
cortes históricos de cada gobierno 
resultan una situación dramática 
para los servicios públicos y los/las 
trabajadores/as públicos. Poner en 
marcha, entonces, un programa de 
este carácter desde las institucio-
nes, exige una lucha a todos los ni-
veles de la clase obrera, la juventud 
y los sectores populares, esto es, 
exige ganar al conjunto de la clase 
trabajadora para apoyar y defender 
las demandas del sector, buscan-
do su apoyo, y crear un gran movi-
miento en defensa de los servicios 
públicos, trasladando las batallas 
sindicales al terreno político. Los/
las trabajadores/as no podemos 
delegar en la izquierda reformista 
ni en la burocracia sindical la lucha 
por nuestros derechos laborales y 
necesidades sociales.

La patronal, la burocracia sindi-
cal, el gobierno y las opciones po-
líticas de la socialdemocracia, que 
no aspiran a otro proyecto que el de 
gestionar la miseria, se echan las 

Los y las trabajadoras  
no podemos delegar 
en la izquierda 
reformista ni en la 
burocracia sindical 
la lucha por nuestros 
derechos laborales y 
necesidades sociales.

Es la clase 
trabajadora y 
sus sectores 
más oprimidos 
y precarizados, 
quienes más pagan 
las consecuencias 
del deterioro 
constante y la 
privatización de 
servicios esenciales 
y necesarios para la 
reproducción de la 
vida.

“

“

manos a la cabeza con tales pro-
puestas “utópicas” e irrealizables y 
nos acusan de querer llevar el país 
a la “catástrofe”. Algunos/as acti-
vistas que nos lean pensarán que 
este programa y estas propuestas 
no son «realistas» y, en efecto, no 
se acomodan a los límites de unas 
leyes injustas que queremos echar 
abajo. Son, en cambio, un com-
promiso de lucha y una necesidad 
cada vez mayor para miles de tra-
bajadores/as que, frente a la situa-
ción que hoy vivimos, coleccionan 
promesas que duran solo lo que 
duran las campañas electorales en 
este país.

Para nosotros/as esta propues-
ta es la más «realista» porque, 
aunque sabemos que no es fácil, 
señala el camino que podemos re-
correr para solucionar de raíz nues-
tros problemas: abriendo de paso 
la puerta a cuestionar las reglas de 
este sistema injusto, que no tiene 
nada de democrático.

Por unos servicios públicos 
bajo gestión y control social
Gobierno tras gobierno vemos 
cómo aparecen casos de corrup-
ción donde los políticos se llenan 
los bolsillos en colaboración con 
empresas que logran contratos 

Estas propuestas son 
un compromiso de 
lucha y una necesidad 
cada vez mayor para 
miles de trabajadores/
as.

“
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Vivienda y energía. ¿Qué entra en lo público y con 
qué criterio?

Laura R. 

El actual contexto de guerra y au-
mento del gasto militar, en detri-
mento del gasto social, el deterio-
ro y privatización acelerada de los 
servicios públicos y la crisis de vi-
vienda, que afecta a toda la Unión 
Europea, hacen urgente preguntar-
se sobre el concepto de lo público, 
conectándolo con el de-
bate presupuestario y re-
lacionarlo con el modelo 
económico en el que se 
inserta. Un sistema ca-
pitalista que prioriza el 
capital sobre las nece-
sidades humanas y que 
convierte en mercancía, 
todo lo que existe.

Servicios públicos: 
una conquista 
parcial y un 
derecho siempre 
amenazado

El llamado Estado de 
Bienestar europeo por el 
que se establecieron sis-
temas públicos de sani-
dad, educación, pensio-
nes y servicios sociales 
tras la segunda guerra 
mundial, fue una con-
quista social muy impor-
tante fruto de intensas 
luchas de la clase traba-
jadora.

No fue una concesión gratuita 
del capitalismo sino parte de una 
estrategia para contener la influen-
cia comunista, evitar nuevos esta-
llidos revolucionarios e ir domesti-
cando a las organizaciones obreras 
para que se contentasen con las 
migajas. La burguesía europea 
pudo permitírselo en un momento 
de expansión económica, ayudada, 

por una enorme inyección de capi-
tales desde EEUU para reconstruir 
la economía conocida como Plan 
Marshall, y por el saqueo de los 
países coloniales. Son los años glo-
riosos de la socialdemocracia y sus 
políticas reformistas y de continui-
dad por parte de los llamados par-

En el Estado Español aún tuvi-
mos que sufrir cuarenta años de 
dictadura y una transición san-
grienta, para lograr algunos dere-
chos sociales y democráticos. Aún 
así, ni la educación, ni la salud, ni 
las pensiones, ni mucho menos la 
vivienda, fueron concebidos nunca 

como derechos protegi-
dos por la Constitución 
del 78, puesto que se 
incluyeron dentro de los 
llamados "principios rec-
tores de la política social 
y económica", y no como 
“derechos fundamenta-
les”, que son los recogi-
dos en el capítulo 2 del 
título 1.

Esto es así porque la 
Constitución del 78, ya 
en plena crisis econó-
mica mundial, fue ela-
borada para garantizar 
la continuidad del capi-
talismo español, prote-
giendo los intereses de 
la oligarquía enriquecida 
a la sombra del franquis-
mo y los privilegios de la 
Iglesia católica, limitán-
dose la parte social del 
texto, a corregir ciertos 
desequilibrios, de forma 
más formal que real.

Esto explica que go-
biernos de todos los co-

lores aprobasen en estos años dis-
tintas leyes que han permitido que 
la sanidad, la educación, las pensio-
nes o la vivienda, pasasen a ser una 
fuente de negocios para fondos de 
inversión, multinacionales, bancos 
y la Iglesia, convirtiendo lo que son 
necesidades sociales en mercan-
cías para especular con ellas.

tidos “comunistas”, en su colabora-
ción con la burguesía “progresista”.

Los servicios públicos no son 
"regalos" del Estado, sino que salen 
de la riqueza generada por la clase 
trabajadora. Pero como todo dere-
cho bajo el capitalismo, más aún 
en su fase imperialista, estos son 
siempre parciales y limitados y es-
tán continuamente amenazados.
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Vivienda: un problema 
estructural que no ha 
dejado de agravarse
Si hablamos de necesidades so-
ciales, no podemos eludir hoy el 
problema de acceso a la vivienda. 
Lejos de ser un derecho, la vivien-
da roe salarios y pensiones y es 
actualmente uno de los mayores 
factores de empobrecimiento de la 
clase trabajadora en Europa; medio 
para el disciplinamiento al capital y 
un vector fundamental para la des-
igualdad y la concentración de es-
tas en cada vez menos manos.

La vivienda, sujeta a las leyes 
del mercado capitalista, se con-
vierte en un producto financiero 
más, con el que los grandes fondos 
de inversión han encontrado en el 
sector inmobiliario un espacio ideal 
para acumular capital a través de la 
compra y reventa de propiedades, 
inflando los precios y desplazando 
a las familias trabajadoras hacia 
mercados cada vez más caros y 
menos accesibles.

Bajo esta lógica y el mantra de 
la “colaboración público-privada”, 
las medidas aplicadas por la social-
democracia: bajadas de impuestos 
a propietarios, facilidades fiscales y 
recursos públicos para la construc-
ción privada de viviendas, así como 
sus planes de vivienda, sirven ma-
yormente a los intereses empre-
sariales del capital inmobiliario y 
especulativo. Lo que los guía es no 
enfadar demasiado a los rentistas, 
ni poner en peligro el voto de los 
propietarios.

Una muestra de estas políticas 
es el nuevo Plan estatal de Vivienda 
2026-2030 del Gobierno Sánchez, 
que la Confederación de Sindicatos 
de Inquilinas ha calificado como 
"insuficiente" y "ridículo". Un plan, 
que lejos de garantizar de forma 
universal vivienda asequible y fre-
nar la especulación, consolida esta 
como un negocio.

Este plan no soluciona la preca-
riedad de los contratos temporales 
y de habitaciones, dejando fuera de 
protección a parte de las personas 
más vulnerables y prioriza la crea-

ción de vivienda gestionada por pri-
vados en lugar de apostar por una 
gestión pública directa. Mientras el 
Estado dedica 33.000 millones de 
euros anuales al gasto en defensa, 
la inversión en vivienda protegida 
contemplada en este plan, equiva-
le al 1% de esa cantidad. Se sigue 
además hablando de crear vivien-
da, cuando en el Estado español 
existen ya casi cuatro millones de 
viviendas vacías, de las que al me-
nos un millón están en manos de 
fondos buitre y los llamados gran-
des tenedores de viviendas (aque-
llos con diez viviendas o más)

En cuanto a la derecha, su hoja 
de ruta para solucionar el problema 
de la vivienda pasa por agilizar los 
desahucios, persiguiendo lo que 
ellos llaman “inquiocupación”, res-
tringir aún más la declaración de 
hogares vulnerables y derogar los 
topes de alquiler.

Aunque es necesario luchar por 
medidas transitorias como la prohi-
bición de  desahucios sin alternati-
va habitacional, una bajada drástica 
de los alquileres, la implementación 
de contratos indefinidos o la ex-
propiación de viviendas vacías en 
manos de fondos buitre, tenemos 
que ser conscientes de que la vi-
vienda es un problema estructural 
del capitalismo y como tal, el cami-
no para solucionarlo y garantizar 
el acceso universal a una vivienda 
digna para todas, pasa igualmente 
por sacar ésta del mercado privado 
y apunta hacia un cambio de mode-
lo productivo.

La energía eléctrica: un 
derecho crucial en manos 
de los oligopolios
Otro ejemplo de un servicio cru-
cial para el desarrollo de activida-
des diarias básicas y reivindicado 
como un derecho fundamental en 
nuestra sociedad es la energía. Ha-
blamos de la luz y el gas, esencia-
les en cualquier hogar, pero cuya 
provisión universal está lejos de ser 
garantizada con la privatización del 
sector eléctrico en el Estado espa-
ñol, lo que es otro ejemplo paradig-

mático de transferencia de activos 
públicos a manos privadas para 
priorizar el beneficio económico 
sobre el bienestar social.

Este proceso, impulsado por go-
biernos del PSOE y del PP desde la 
década de los ochenta, ha transfor-
mado un servicio que debería es-
tar garantizado como un derecho 
fundamental básico, en un negocio 
dominado por un oligopolio de em-
presas privadas con el resultado 
de un incremento sostenido de los 
precios, una menor soberanía ener-
gética y la entrada de fondos de in-
versión y magnates empresariales.

Por eso, la única medida para 
asegurar la energía como un bien 
público estratégico para toda la 
población es la nacionalización sin 
indemnización de las empresas 
energéticas, poniendo éstas bajo 
control de la clase trabajadora. Esto 
es también imprescindible para po-
ner en marcha un plan global que 
reorganice la economía en base a 
las necesidad sociales y la sosteni-
bilidad ambiental, llevando a cabo 
una verdadera transición energéti-
ca planificada democráticamente 
desde abajo.

Cuando decimos “gobierne 
quien gobierne, lo público se de-
fiende”, y hacemos un llamado a la 
organización independiente de la 
clase por encima de cualquier blo-
que burgués, es porque la realidad 
demuestra que bajo este sistema 
económico y este régimen herede-
ro del franquismo, gobierne quien 
gobierne la lógica capitalista bajo la 
cual gestionan lo público, mas aún 
en tiempos de crisis, termina sien-
do siempre la misma.

La lección que debemos sacar 
es que, a menos que luchemos por 
nuestros derechos con el horizon-
te estratégico de lograr un gobier-
no obrero donde seamos las y los 
trabajadores los que tengamos el 
control democrático sobre las prin-
cipales palancas de la economía, el 
capitalismo siempre intentará aca-
bar con cualquier concesión social 
que sea forzado a darnos por la lu-
cha de clases.
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El gasto militar, un gasto improductivo que no crea 
riqueza social

Laura R. 

Hoy, cuando los tambores de gue-
rra vuelven a resonar en toda Euro-
pa, el llamado Estado de Bienestar 
que los gobiernos llevan años des-
mantelando al compás de la crisis 
capitalista, corre el riesgo de ser 
definitivamente enterrado, mientras 
asistimos a un continuado aumen-
to del gasto militar por parte de to-
dos los imperialismos. 

 Para llevar a cabo sus guerras 
y nutrir de efectivos los ejércitos, la 
burguesía ha recurrido tradicional-
mente tanto al reclutamiento de la 
población mediante el servicio mi-
litar obligatorio, como a la creación 
de los ejércitos profesionales y en 
los últimos años, también a la con-
tratación por parte de los gobiernos 
de las Empresas Militares Privadas, 
cuyos mercenarios a sueldo, llevan 
a cabo operaciones militares, allá 
donde sea necesario defender los 
intereses imperialistas. 

 Pero en todos los casos, tan-
to los salarios del personal militar, 
como el mantenimiento de servi-
cios, instalaciones e infraestruc-
turas, la investigación y desarrollo 
(I+D) de nuevas armas y equipos, 
así como el dinero destinado a pa-
gar al complejo militar industrial 
cada vez más poderoso e influyen-
te del que se benefician también las 
entidades bancarias que las finan-
cian, sale del presupuesto público 
aprobado por los distintos estados 
capitalistas. 

Evidentemente, la propaganda 
de la burguesía como clase domi-
nante, tiene que funcionar a toda 
máquina, para convencer a la po-
blación en cada uno de esos países 
de que ese gasto público es nece-
sario. Necesario para “protegernos 
de Rusia”, necesario para “defender 
la democracia”.etc. Incluso se nos 

vende que si se hace correctamen-
te, el gasto militar también repre-
senta una oportunidad económica. 
En ese sentido, las recomendacio-
nes de think tanks como el “Centre 
for European Reform”, hace tiempo 
que instan a los gobiernos a “cons-
truir el apoyo público hacia un ma-
yor gasto en defensa”

La realidad es que el gasto mili-
tar es un gasto improductivo en el 
que los recursos destinados a ar-
mas y ejércitos no generan bienes 
ni servicios; no aumentan la riqueza 
real de la sociedad ni su bienestar, 
pero si generan enormes benefi-
cios para una minoría que se apro-
pia de la riqueza producida por la 
mayoría social.  

A eso hay que añadir las con-
secuencias de agravar la crisis 
ecológica que vive hoy el planeta y 
sobre todo, el enorme sufrimiento 
que causan a las poblaciones que 
padecen sus guerras por intereses 
imperialistas, en las que es la clase 
trabajadora quien pone los muertos 
y termina enfrentándose entre sí; 
rompiendo con ello la solidaridad 
de clase internacional que necesi-
tamos recomponer, para enfrentar 
a todos los imperialismos. 

El Gobierno de Sánchez no es 
ajeno a esta realidad. Si el gasto 
militar mundial alcanzó un máximo 
histórico de 2,9 billones de dólares 
en 2025, el Estado español entró 
por primera vez en el grupo de los 
15 mayores compradores de arma-
mento del mundo. Y aunque Sán-
chez insiste en decir que no hay in-
compatibilidad entre gasto militar y 
políticas sociales, los números y la 
política europea dicen lo contrario.

Alemania anunciaba el incre-
mento del 27% del gasto militar, 
acompañada de un recorte de 

16.300 euros en Sanidad. E igual-
mente el gobierno francés ha opta-
do por un drástico plan de austeri-
dad que recortará 44.000 millones 
de euros en gasto social para finan-
ciar la carrera armamentística. 

Siguiendo la estela de sus so-
cios europeos, el Gobierno Sán-
chez lleva más de 60.000 millones 
de euros comprometidos en gasto 
militar desde que llegó a la Mon-
cloa en 2018, con compromisos 
que se extienden hasta 2042, y con 
los que el gasto militar ha pasado 
oficialmente del 0,92% del PIB al 
2,1% en 2025, 2,3 veces más. 

 Pese a sus críticas a Israel, la en-
tidad sionista sigue siendo un pro-
veedor estratégico para las Fuerzas 
Armadas españolas, decretando 
nuevas compras prácticamente 
en cada Consejo de Ministros, sor-
teando así el debate parlamentario 
y el techo formal del presupuesto 
en Defensa estancado en torno a 
14.000 millones anuales, dentro 
de los Presupuestos Generales del 
Estado prorrogados desde 2023. 
Es por esto que Sánchez mantiene 
una política de “opacidad activa”, 
con la que protege los intereses de 
las grandes empresas del complejo 
militar-industrial con la connivencia 
de los socios de Gobierno pertene-
cientes a Sumar. 

 La seguridad para la clase traba-
jadora, es poder llegar a fin de mes, 
pagando el alquiler y la facturas o 
saber que delante de cualquier en-
fermedad no tendrán que esperar 
meses para poder ser atendidos. 
Es por eso que frente a la actual ca-
rrera armamentística y el aumento 
desbocado del gasto militar segui-
mos exigiendo: “gastos militares 
para escuelas y hospitales”
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Llevamos más de veinte años de 
deterioro de los servicios públicos, 
privatizaciones y empeoramiento 
de las condiciones laborales. A pe-
sar de los nueve años del gobier-
no “más progresista de la historia” 
(PSOE y Sumar con el apoyo de 
toda la izquierda parlamentaria), la 
situación no se ha revertido sino 
profundizado, mientras salían a la 
luz casos de corrupción como el 
escándalo de las mascarillas. En 
las comunidades donde gobierna 
el PP, las privatizaciones avanzan 
sin pausa, desmantelando la sa-
nidad pública mientras derivan el 
dinero de nuestros impuestos al 
Grupo Quirón (también han privati-
zado y siguen haciéndolo, aunque 
con menos descaro, los gobiernos 
del PSOE). Vox, por su parte, crece 
explotando el descarado contraste 
que existe entre el discurso del “cre-
cimiento económico” y el “España 
va bien” del gobierno Sánchez y el 
empeoramiento de la situación que 
vive la juventud y el conjunto de la 
clase trabajadora. Busca el chivo 
expiatorio en los inmigrantes quie-
nes cubren los puestos de trabajo 
más precarios y peor pagados, que 
no son del agrado de los trabaja-
dores autóctonos cabalgando en 
la contradicción entre el empeora-
miento de las condiciones de vida 
y los discursos de que “España va 
bien”. En este contexto utilizan la 
“prioridad nacional” en los servicios 
públicos para atacar a los trabaja-
dores migrantes, ocultando que en 
esa prioridad nacional está, ante 
todo, la prioridad de los empresa-
rios y ricos que se benefician del 
desmonte de lo público. 

Estos partidos no son iguales 
entre sí. Pero la situación de los ser-
vicios públicos y de los salarios no 
alcanzan para el coste general de 

Por un partido y un gobierno de los y las trabajadoras

J. Martínez

la vida. Mientras los beneficios em-
presariales baten récords, los ricos 
son cada vez más ricos, los trabaja-
dores cada vez más pobres y la ju-
ventud tiene cada vez menos futu-
ro. Es esta lógica la que demuestra 
que, al final, todos coinciden en que 
su prioridad no es el bienestar de la 
clase trabajadora, sino que “Espa-
ña crezca”, los empresarios estén 

contentos, el Ibex 35 pueda seguir 
haciendo sus negocios y la UE no 
tenga quejas .

Frente a ello, desde las Mareas 
de la década pasada hasta el actual 
ciclo de huelgas en el sector públi-
co, los trabajadores y trabajadoras 
han demostrado su disposición 
a luchar en defensa de derechos 
básicos conquistados por genera-
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ciones anteriores. Pero esta lucha 
choca una y otra vez contra el mis-
mo muro: un poder político que de-
pende de los grandes empresarios 
y banqueros, de aquí y de la Unión 
Europea (UE), que ante cada crisis 
aplican recortes que después nun-
ca llegan a revertirse y que es parte 
de un orden mundial al servicio de 
las grandes potencias. Un poder 
político que nos presenta  la come-
dia de unas elecciones en que cada 
cuatro años nos obligan a elegir el 
mal menor, sabiendo que ninguno 
de los partidos revertirá los recor-
tes ni aplicará el programa de res-
cate de lo público que los trabaja-
dores y trabajadoras necesitamos.

Es por ello que necesitamos 
construir una alternativa política 
que defienda los intereses de la 
clase trabajadora. Un partido de los 
trabajadores que los organice para 
resistir los ataques que ya sufrimos 
y los que vendrán. Que recoja los 
aprendizajes de todas las luchas 
y defienda un programa capaz de 
unificar las luchas de los trabajado-
res y las trabajadoras y los oprimi-
dos. 

Para que eso sea así, ese parti-
do tiene que vincular esas luchas 
con la lucha por acabar con el ca-
pitalismo y levantar una sociedad 
socialista. Que haya casos de co-
rrupción, que empeoren los ser-
vicios públicos o que aumente el 
coste de la vida con gobiernos  de 
todos los colores no es casualidad: 
es la consecuencia de vivir en el sis-
tema capitalista. Unos, los trabaja-
dores, producimos la riqueza de la 
sociedad, obligados a trabajar toda 
la vida por un salario que apenas 
alcanza para sobrevivir, mientras 
otros (banqueros, grandes empre-
sarios y megamillonarios) se apro-
pian de la riqueza que producimos. 
Mientras vivamos en el capitalismo 
no habrá paz: en cada momento 
intentarán quitarnos nuestros de-
rechos, destruir los servicios públi-
cos, aumentar la explotación, y que 
cosas básicas para nuestra vida 
como la vivienda o la energía se-
guirán siendo mercancías. En el ca-

pitalismo, a pesar de la apariencia 
democrática de algunos gobiernos 
y sus parlamentos, vivimos bajo la 
dictadura efectiva, del Ibex, de los 
Florentino Pérez,  Amancio Ortega, 
los dueños de la UE, los Trump y 
los Elon Musk. Todos los gobiernos 
burgueses, compuestos por unos 
u otros partidos, más allá de sus 
discursos, garantizarán siempre 
la base de su poder: la propiedad 
privada de las grandes empresas y 
el capital. Y aunque se les puedan 
arrancar conquistas (como los ser-
vicios públicos), éstas serán des-
manteladas en cada oportunidad 
para garantizarles más beneficios.

Mientras los trabajadores/as no 
expropiemos a los grandes empre-
sarios, dinamitemos sus partidos 
políticos y nos hagamos con el po-
der, estaremos condenados a una 
vida de lucha para intentar sobre-
vivir. Las lecciones de la lucha de 
clases son claras. Cincuenta años 
después de la muerte de Franco y 
de que el partido socialista y el parti-
do comunista firmaran la Constitu-
ción del 78, el régimen monárquico 
sigue en pie. Es esta constitución 
la que garantiza, con uno u otro go-
bierno, que la propiedad privada de 
las grandes empresas prima sobre 
los derechos básicos y lo público.

Quince años después del 15-M, 
los Podemos, Sumar, EH Bildu o 
la CUP, con su estrategia de acu-
mular más fuerza parlamentaria o 
entrar  de muletas en gobiernos del 
PSOE, muestran que las cosas así 
no cambian

En un momento en que asisti-
mos a genocidios como el de Pa-
lestina; los imperialismos se arman 
hasta los dientes; Alemania, Fran-
cia y los países de la UE en general 
preparan recortes sociales históri-
cos para financiar el gasto militar 
sin tocar un céntimo de los benefi-
cios empresariales; aumenta la re-
presión y la explotación contra los 
trabajadores y oprimidos del mun-
do; la crisis ecológica avanza sin 
perspectivas reales de mejora; es 
más importante que nunca extraer 
lecciones de los errores del pasado 

para no repetirlos. Y la lección más 
importante es que la única salida 
de fondo a la lucha en defensa de 
nuestros derechos es la lucha por 
un gobierno revolucionario de los 
trabajadores y oprimidos. El úni-
co capaz de aplicar un verdadero 
programa de rescate de lo público; 
expropiar sin indemnización las 
grandes empresas; ponerlas bajo 
control de los trabajadores; planifi-
car democráticamente la economía 
al servicio de las necesidades de la 
clase trabajadora y los sectores po-
pulares; luchar contra toda forma 
de opresión; dar una respuesta real 
a la catástrofe ecológica que ame-
naza al conjunto de la humanidad; 
romper con la UE y asumir la batalla 
por una verdadera unidad europea, 
bajo bases socialistas. Un gobierno 
así no puede construirse con los 
partidos del parlamento actual ni 
dentro de la constitución vigente y 
sus instituciones. Solo lo podremos 
levantar con nuevas instituciones 
surgidas del pueblo trabajador, al 
calor de su lucha, que funcionen en 
base a la más amplia democracia 
obrera.

Este gobierno hoy no es posible 
porque una mayoría de la clase tra-
bajadora no está unida ni moviliza-
da, no está ganada para el progra-
ma socialista y está influenciada 
por partidos y fuerzas burguesas. 
Incluso una parte significativa no 
se reconoce como clase trabaja-
dora. Pero mientras continúe el ca-
pitalismo, nuestro presente y más 
aún nuestro futuro, están en grave 
riesgo. Por eso necesitamos cons-
truir un partido de los trabajadores 
con un programa revolucionario 
socialista, forjado en la lucha por 
nuestros derechos. Un partido que 
en los grandes momentos de lucha 
pueda decantar la batalla en favor 
del poder de los trabajadores. Co-
rriente Roja y la Liga Internacional 
de los Trabajadores no somos ese 
partido, pero luchamos por cons-
truirlo como parte de la batalla para 
instaurar un gobierno revoluciona-
rio de los trabajadores/as y oprimi-
des y construir el socialismo.
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